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PROYECTO DE LEY ___ DE 2018 CÁMARA
“POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN MECANISMOS DE FORTALECIMIENTO PARA LAS JUNTAS DE ACCION COMUNAL”
El Congreso de Colombia
DECRETA

Artículo 1°. OBJETO: La presente ley tiene por objeto:
a. Fortalecer y garantizar que las juntas de acción comunal, tenga un papel más activo, incluyente y decisivo en el devenir de sus comunidades, accediendo al poder ante las instancias, niveles, espacios y mecanismos de participación directa y democrática vinculando sus planes de desarrollo estratégicos comunales en los planes de desarrollo de los departamentos, distritos y municipios.

b. Fortalecer a las organizaciones comunales brindándoles espacios y canales de educación formal y no formal en busca de la modernización y potencialización de los líderes comunales mejorando su capacidad de gestión pública que aporte en beneficio de sus comunidades e incentivar la participación de los ciudadanos en la composición de dichas organizaciones.
c. Contribuir a la consolidación de instrumentos que impulsen y financien el desarrollo de los territorios veredas y barrios a través de mecanismos reales y efectivos que les permita a las organizaciones comunales aportar al desarrollo de sus comunidades en cumplimiento del principio de la participación comunitaria como la ejecución de obras públicas y de proyectos para sus comunidades.   
Artículo 2°. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 743 de 2002, el cual quedara redactado así:

ARTICULO 32. Fechas de elección dignatarios.  La elección de nuevos dignatarios de los organismos de acción comunal se llevará a cabo en el año siguiente a aquel en que se celebren las elecciones para corporaciones públicas territoriales, en las siguientes fechas:

a) Junta de acción comunal y junta de vivienda comunitaria, el último domingo del mes de febrero y su período inicia el primero de abril del mismo año;

b) Asociaciones de juntas de acción comunal, el último domingo del mes de julio y su período inicia el primero de septiembre del mismo año;

c) Federaciones de acción comunal, el último domingo del mes de septiembre y su período inicia el primero de noviembre del mismo año;

d) Confederación nacional de acción comunal, el último domingo del mes de noviembre y su período inicia el primero de enero del año siguiente.

Parágrafo 1°. Cuando sin justa causa no se efectúe la elección dentro de los términos legales la autoridad competente podrá imponer las siguientes sanciones:

a) Suspensión del registro hasta por 90 días;

b) Desafiliación de los miembros o dignatarios.

Junto con la sanción se fijará un nuevo plazo para la elección de dignatarios cuyo incumplimiento acarreará la cancelación del registro.

Parágrafo 2°. Cuando existiera justa causa, fuerza mayor o caso fortuito, para no realizar la elección, el organismo de acción comunal podrá solicitar autorización para elegir dignatarios por fuera de los términos establecidos. La entidad gubernamental que ejerce el control y vigilancia, con fundamento en las facultades desconcentradas mediante las Leyes 52 de 1990 y 136 de 1994, puede otorgar el permiso hasta por un plazo máximo de dos (2) meses.

Parágrafo 3°. Cuando la elección de dignatarios de los organismos de acción comunal coincida en el respectivo mes con la elección de corporaciones públicas, Presidente de la República, gobernadores o alcaldes municipales, la fecha de elección se postergará para el último sábado o domingo del mes siguiente.
Artículo 3°. Adiciónese un artículo 36A a la Ley 743 de 2002, el cual quedara de la siguiente manera:
ARTICULO 36A.-  Armonización de los planes estratégicos de desarrollo de las juntas de acción comunal  y los planes de desarrollo de las entidades territoriales.  
Los gobernadores y alcaldes deberán incluir en su plan de desarrollo económico y social y de obras públicas los planes estratégicos de desarrollo de las juntas de acción comunal, los cuales se armonizaran en las diferentes fases de construcción de los planes de desarrollo como son conformación del diagnóstico; formulación, seguimiento y evaluación.

Las secretarías de planeación respectivas certificaran a las asambleas, concejos distritales y municipales según sea el caso, en el momento de la presentación de  los planes de desarrollo de cada entidad, que han incluido los planes estratégicos de desarrollo de las JACS constituidas de sus respectivos departamentos, distritos y municipios. 

Las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales verificaran que las administraciones centrales hayan incluido los planes estratégicos de desarrollo de  las JACS antes de la aprobación de los planes de desarrollo  económico y social y de obras públicas de la entidad territorial respectiva.

Los Distritos y municipios consolidaran un solo documento que recopilara el plan de desarrollo estratégico de las diferentes JACS constituidas en sus territorios.  Para el caso de los municipios, estos tendrán la obligación de presentar dicho documento ante la Secretaria de planeación del Departamento o quien haga sus veces, para que sean incluidos a su vez en el plan de Desarrollo Departamental.

PARÁGRAFO: Las juntas de acción comunal elaboraran un plan de acción para el periodo por el cual se eligieron, que servirá de guía para su gestión durante los 4 años del periodo, y su compromiso ante la comunidad para el desarrollo de los programas, proyectos y acciones en beneficio de sus comunidades,

ARTICULO 4°. Modificar el literal c del artículo 43 de la Ley 743 de 2002, el cual quedara así:

ARTICULO 43. Funciones de la junta directiva y/o del consejo comunal. Las funciones de la junta directiva o del consejo comunal, según el caso, además de las que se establezcan en los estatutos serán:

a) Aprobar su reglamento y el de las comisiones de trabajo;

b) Ordenar gastos y celebrar contratos en la cuantía y naturaleza que le asigne la asamblea general;

c) Elaborar y presentar el plan estratégico de desarrollo de la organización a consideración de la asamblea general dentro del mes siguientes de la elección  de los dignatarios de la Junta de acción comunal.  
Adicionalmente, el plan estratégico y de desarrollo de la junta de acción comunal deberá presentarse  ante las Secretarias de Planeación o quienes haga sus veces de los respectivos distritos y municipios con el objeto de ser incluidos en los planes de desarrollo de las entidades territoriales.
Este plan consultará los programas sectoriales puestos a consideración por los candidatos a la junta directiva o consejo comunal, según el caso; 

d) Convocar a foros y eventos de encuentro y deliberación en su territorio sobre asuntos de interés general;

e) Las demás que le asignen la asamblea, los estatutos y el reglamento.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 35 de la Ley 743 de 2002, el cual quedara así:

ARTICULO 35. Derechos de los dignatarios. A más de los que señalen los estatutos, los dignatarios de los organismos de acción comunal tendrán los siguientes derechos:

a) Quien ejerza la representación legal de un organismo de acción comunal podrá percibir gastos de representación provenientes de los recursos propios generados por el organismo, previa autorización del organismo de dirección respectivo;

b) Los dignatarios, tienen derecho a capacitarse, y a recibir estímulos e incentivos educativos para acceder a programas de educación formal y no formal técnica y profesional, a través de entidades de formación y educación pública como la ESAP (Escuela Superior de Administración Pública), el SENA (Servicio Nacional de Aprendizaje) y las Instituciones de Educación Superior Públicas que tengan presencia en los diferentes departamentos y regiones.
PARÁGRAFO 1.-  Los dignatarios de las Juntas de acción comunal de los niveles 1 y 2 del sisben que se inscriban y cumplan los requisitos de admisión o se encuentren matriculados en los programas académicos, en las instituciones de educación superior pública tendrán derecho a un descuento del 15 % en el valor de la matrícula y a obtener becas por su rendimiento académico y calidad de dignatario.
El gobierno nacional a través los Ministerios de Educación e Interior, el ICETEX y las entidades enunciadas en literal c, tendrán un año a partir de la presente ley para reglamentar un programa de incentivos y/o estímulos para los dignatarios de las JACS que requieran y cumplan los requisitos para acceder a sus programas de educación.

PARÁGRAFO 2.- El gobierno nacional concertara con las JACS la inclusión en los currículos de los programas de capacitación que brinden las entidades enunciadas en el literal c, áreas relacionadas sobre gestión empresarial asociativa, sinérgica, y participación comunal en Planes, Presupuestos y Ordenamiento Territorial participantes, identificación y formulación de proyectos rentables, mediante formación sistémica y mejora continua, accediendo al poder democrático y la economía solidaria.
PARÁGRAFO 3.- Las entidades territoriales podrán incluir en el plan de desarrollo, económico y social y de obras públicas departamentales, distritales y municipales  y en sus presupuestos,  programas y proyectos que permitan brindar herramientas y estímulos de acceso a la educación formal y no formal en entidades de educación pública a los dignatarios de las juntas de acción comunal, incentivando su participación en las organizaciones comunales, para lo cual podrán suscribir convenios interadministrativos, de conformidad con la normatividad contractual vigente. 

Artículo 6°. Adiciónese un parágrafo al artículo 43 de la Ley 743 de 2002,  artículo que quedara así:

ARTICULO 43. Funciones de la junta directiva y/o del consejo comunal. Las funciones de la junta directiva o del consejo comunal, según el caso, además de las que se establezcan en los estatutos serán:

a) Aprobar su reglamento y el de las comisiones de trabajo;

b) Ordenar gastos y celebrar contratos en la cuantía y naturaleza que le asigne la asamblea general;

c) Elaborar y presentar el plan estratégico de desarrollo de la organización a consideración de la asamblea general. Este plan consultará los programas sectoriales puestos a consideración por los candidatos a la junta directiva o consejo comunal, según el caso;

d) Convocar a foros y eventos de encuentro y deliberación en su territorio sobre asuntos de interés general;

e) Las demás que le asignen la asamblea, los estatutos y el reglamento.

Parágrafo1. En caso de optarse por el consejo comunal como órgano de dirección, además de las funciones anteriores, éste elegirá entre sus integrantes: presidente, vicepresidente, secretario y tesorero.
Parágrafo 2.  Se faculta a las juntas de acción comunal para que en sus territorios identifiquen y focalicen a la población beneficiaria en condiciones de pobreza o vulnerabilidad para el acceso de programas, proyectos  o subsidios que oferten las distintas entidades públicas o privadas del orden nacional, territorial, organismos internacionales y sirvan de veedores en la focalización del gasto social.

Artículo 7°.   Adiciónese los siguientes parágrafos al artículo 55 de la Ley 743 de 2002, el cual quedara así:

ARTICULO 55. Conforme al artículo 141 de la Ley 136 de 1994, las organizaciones comunales podrán vincularse al desarrollo y mejoramiento municipal, mediante su participación en el ejercicio de sus funciones, la prestación de servicios, o la ejecución de obras públicas a cargo de la administración central o descentralizada.

Los contratos o convenios que celebren los organismos comunales se regularán por el régimen vigente de contratación para organizaciones solidarias.
PARAGRAFO 1.  En concordancia con lo establecido en el artículo 355 de la Constitución Política,  con el fin de garantizar el principio de participación ciudadana y la promoción del desarrollo local, las entidades del orden nacional y territoriales de carácter departamental, distrital y  municipal  podrán celebrar directamente convenios solidarios,  de los que hace referencia el parágrafo 3 del artículo 6 de la Ley 1551 de 2012, con  las juntas de acción comunal  con el  propósito de ejecutar obras, hasta por la mínima cuantía con las entidades del orden nacional y hasta por la menor cuantía con las entidades territoriales departamentos, distritos y municipios y para el desarrollo conjunto de programas y actividades establecidas por la Ley  acorde con sus planes de desarrollo.

Las juntas de acción comunal no podrán celebrar convenios solidarios para ejecutar obras o programas por fuera de los límites del territorio en el cual desarrollan su actividad como organismo de acción comunal.
Para la ejecución de la obra a desarrollar en virtud del convenio solidario, la Junta de Acción Comunal deberá contratar para su desarrollo por lo menos el 70% de mano de obra del territorio en el cual desarrollan en su actividad y la mano de obra restante deberá ser de la Jurisdicción de la entidad territorial. 
PARAGRAFO 2.  En todo caso la  asamblea general como máxima autoridad del organismo comunal, determinara la cuantía que sea de competencia de la Asamblea General, de la directiva, del representante legal de acuerdo a la complejidad del objeto contratado.
La junta de acción comunal deberá conformar veedurías ciudadanas previamente a la suscripción del convenio para que ejerzan vigilancia preventiva y posterior sobre la correcta ejecución de los recursos públicos del convenio celebrado con sujeción al servicio de los intereses generales y la observancia de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, y publicidad.
PARAGRAFO 3: Las entidades del orden nacional y territoriales para el desarrollo de los convenios solidarios darán aplicación de los principios de la  contratación estatal, en consecuencia   deberán realizar los correspondientes estudios previos en donde se verifique además de las condiciones fijadas por el decreto 1082 de 2015, que el objeto a desarrollar corresponda a una obra pública, que el objeto sea un proyecto del Plan de Desarrollo y que la Junta de Acción Comunal ejecutora se encuentre inscrita en el SECOP II, afín de que la entidad publique  allí la actividad contractual  y los documentos del proceso y los documentos soporte de la ejecución del convenio celebrado. 

PARAGRAFO 4: Las prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades establecidas en la Constitución y en las ley 80 de 1993, 1150 de 2007 y 1474 de 2011, y en las normas que las modifiquen, aclaren, adicionen o sustituyan, o en cualquier otra norma especial, son aplicables a la contratación de que hace referencia el presente artículo.
Artículo 8°.  Adiciones el artículo 55A a la Ley 743 de 2002, el cual quedara redactado así:

Artículo 55A.- Financiación de Proyectos: Los Departamentos, Distritos y Municipios podrán asignar del valor total del presupuesto anual de la respectiva entidad, el 3% del presupuesto a un fondo de fortalecimiento comunal local que servirá para fortalecer, apoyar y financiar procesos de planeación participativa que conduzcan a materializar los planes de desarrollo estratégico comunal y comunitario de mediano y de largo plazo armonizados con el plan de desarrollo local.

Artículo 9°.   VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

PROYECTO DE LEY
“POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN MECANISMOS DE FORTALECIMIENTO PARA LAS JUNTAS DE ACCION COMUNAL”
1. Introducción 
Colombia es un Estado Social de derecho, democrático y participativo, y como Estado cumple su función paternalista, circunstancia que ha permitido a todos los actores de la sociedad involucrarse y concurrir con el Estado en una tarea colectiva para la satisfacción de necesidades y búsqueda del desarrollo común para todos en condiciones de igualdad. 

Según este panorama la sociedad civil, como las organizaciones comunales son fundamentales en la medida en que hay no solo una redefinición de lo público, sino también mayores grados de participación de los distintos actores de la sociedad buscando un fin común. 

A nivel mundial la participación de la comunidad en las decisiones de lo público ha venido creciendo y ganándose un espacio y reconocimiento en todas las esferas del territorio y en las relaciones entre lo público y los intereses de las comunidades.

En Colombia la acción social tiene su mejor desarrollo y representatividad en las Juntas de Acción Comunal – JAC, que fue definida en la Ley 743 de 2002 como "la expresión social organizada, autónoma y solidaria de la sociedad civil, cuyo propósito es promover un desarrollo integral, sostenible y sustentable construido a partir del ejercicio de la democracia participativa en la gestión del desarrollo de la comunidad".
Las Juntas de Acción Comunal, son organizaciones comunitarias con más de sesenta  años de historia y han sido las organizaciones a través de las cuales, se ha canalizado el trabajo conjunto de las fuerzas unidas de las comunidades en las veredas y barrios en busca del desarrollo de sus comunidades, a través de la participación, solidaridad, representación y construcción de obras de infraestructura y desarrollo.
La organización comunal, se ha ido construyendo a través de la experiencia y el esfuerzo cotidiano en distintos escenarios de todo el territorio colombiano, como actora, constructora y se encuentra afectadas por manipulaciones, violencia, pobreza, actos de corrupción, desarrollo desigual y atacada por la politiquería y la falta de educación superior para la mayoría de sus integrantes. Sin embargo, la comunidad organizada, ha estado y está atenta al aprendizaje. Este es su enorme potencial para organizar el presente y garantizar el futuro, los organismos de acción comunal requieren con urgencia se les dé su posición y lugar en la participación y desarrollo de sus comunidades en los ámbitos locales, que sean reconocidos, valorados,  incluidos, que se les respete su autonomía e independencia y que el Estado le brinde las herramientas para su sostenibilidad y protagonismo en la evolución de sus comunidades. 
CIFRAS Y DIAGNOSTICOS 
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La estructura comunal se concibe como un proceso que parte de lo local hacia lo nacional, que se articula en torno a las Juntas de Acción Comunal que a su vez se encuentran conformadas principalmente por los líderes sociales y políticos de cada comunidad de todos los grupos étnicos y poblacionales.

Fuente Min Interior radicado EXTMI17-36047

Ante el Congreso de la República han cursado proyectos de ley que han tratado de mejorar las condiciones y dar la relevancia que en realidad tienen las Juntas de Acción Comunal, lamentablemente a la fecha dichas iniciativas no ha sido posible convertirlos en ley, en la actualidad y después de haber conocido recogido en los distintos escenarios comunitarios las inquietudes y necesidades de nuestros comunales, resulta necesario e imperioso emprender esta iniciativa que busca brindarle herramientas y mecanismos que garanticen una real participación en los entes territoriales, en que se estimule la participación de la ciudadanía para involucrarse activamente en los órganos comunales y puedan tomar decisión en el desarrollo y mejoramiento de las condiciones de su territorio, en que sean los actores del progreso de sus comunidades, en que no sean solamente imprescindibles en los momentos electorales sino que su papel sea tan importante como el de otras autoridades que deciden en el desarrollo local.     

Las Junta de Acción Comunal (JAC) son organizaciones sociales de carácter comunal que permean el barrio, la vereda y demás concentraciones territoriales municipales delimitadas y divididas, las cuales ostentan gran trayectoria en el desarrollo social de nuestro país, estas organizaciones se fundamentan en el ejercicio democrático participativo y de autogestión; siendo desde sus orígenes un derecho que garantiza la libre asociación y el desarrollo de actividades que pueden desempeñar las personas para la construcción de la sociedad.

Por lo anterior, las juntas de acción comunal representan escenarios propicios para el estudio del poder, en tanto forman parte del engranaje de las estructuras de poder local y micro local para los municipios Colombianos, en la medida en que tienen que ver con la toma de decisiones, la construcción de alianzas, la distribución de beneficios, los vínculos con instituciones, con actores sociales o políticos a nivel de comunidades pequeñas y solución de problemas que reflejen al habitante de un barrio o una vereda. Además, estas relaciones se encuentran intermediadas por asuntos como el liderazgo, las relaciones de género, los lazos de vecindad, el reconocimiento social e indudablemente los atributos propios de las estructuras del poder local, municipal y aún del regional.

La nueva estructuración de los artículos pretenden establecer lineamientos políticos encaminados al mejoramiento del ejercicio de las organizaciones comunales en Colombia, es una iniciativa que tiene lugar en la preocupación por la precariedad de las condiciones de su funcionamiento a nivel local, puesto que no se ha logrado el objetivo principal de las juntas de acción comunal, que es la base de conocimiento de las diferentes problemáticas sociales vividas en cada comunidad y darlas a conocer a las entidades gubernamentales locales o regionales.

A pesar de la trayectoria de la organización, en la actualidad presentan dificultades internas en la operatividad, dentro de las posibles causas de la inoperancia de las Juntas de Acción Comunal, se identifica un bajo nivel de conocimientos de políticas públicas que regulan la Acción Comunal, del contenido conceptual y metodológico de la planificación de las políticas públicas, desorganización interna, apatía de los asociados a participar de las acciones comunitarias, desconocimiento de herramientas que permitan identificar y plantear alternativas de solución de problemáticas de las comunidades, como la elaboración de proyectos, poca relación con otros actores sociales y por último falta fortalecer la capacidad de sujetos políticos como interlocutores de la sociedad civil y el Estado.

En derecho de petición del año 2017 efectuado por honorables representantes de la cámara, la Dirección para la Democracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal entidad adscrita al Ministerio del Interior y encargada del desarrollo de políticas para la acción comunal dio respuesta donde indicaba las principales problemáticas de las Juntas de Acción Comunal en el país y de las cuales me permito resaltar las siguientes: 

-Poca inversión en las iniciativas comunales desde las entidades territoriales que en región son responsables de satisfacer las necesidades básicas de cada una de las comunidades y que de uno u otra forma las organizaciones comunitarias identifican y auto gestionan.

-El desconocimiento del territorio en su labor comunal por parte de las entidades del Estado, donde se desconoce su valor de constructores de sociedad debido a la falta de comunicación asertiva entre estos y la entidades territoriales.

-falta de renovación de liderazgos comunales y mayor participación de jóvenes y mujeres en los diferentes niveles y cargos de la organización comunal.

-Falta de autogestión de recursos económicos y logísticos que permitan ejercer su labor comunitaria de manera efectiva y en pro de la comunidad. 

 (Respuesta a derecho de petición Ministerio del Interior radicado EXTMI17-36047)

Problemáticas expuestas que hemos querido abordar con el presente proyecto de ley.

Así mismo se tuvo en cuenta el documento técnico denominado PLAN ESTRATÉGICO DE LA ACCIÓN COMUNAL EN COLOMBIA. APUNTANDO AL FUTURO: 2010-2058 resultado de una investigación con la ESAP, donde se trata la “Visión de la Acción Comunal en Colombia: 2008-2058” y la formulación de metas con perfiles de programas y proyectos. Estos productos han sido convalidados por organizaciones comunales de varias regiones del país, junto con el pensamiento crítico y propositivo de instituciones públicas como el Ministerio del Interior, Universidades y la Academia, incluyendo estudios de la Universidad de Stamford (Estados Unidos), a través de los doctores William Gaitán y Oliver Kaplan, respectivamente.

Dicho documentos entrego de manera general un panorama que constituye los fundamentos y parámetros del Plan Estratégico Comunal 2010-2058, que apunta al fortalecimiento de las organizaciones sobre dos ejes paradigmáticos: 1.- Modernización Orgánica, y 2.- Fortalecimiento Democrático Interno y Externo.

En esta visión y este propósito se presentan como ejercicios teórico-prácticos las 12 metas, producto de las anteriores reflexiones, no sin advertir que muchas de estas propuestas las han trabajado y realizado las mismas organizaciones comunales de base –rurales y urbanas–, en todo el país, tales como las identificadas en el área de conectividad, creación de unidades productivas y de servicios asociativos, construcción de fondos mutuales para el financiamiento de proyectos, entre otras iniciativas creadoras de las comunidades.

Metas de la Acción Comunal: 2010-2058

Meta 1. Implementación Plan Estratégico

Meta 2. Conectividad-Comunicaciones

Meta 3. Formación Comunal

Meta 4. Aplicación de calidad en la gestión comunal

Meta 5. Empresarialidad Economía Solidaria

Meta 6. Financiamiento y Proyectos

Meta 7. Normatividad

Meta 8. Incorporación políticas públicas

Meta 9. Globalización solidaria

Meta 10. Código o Manual de Ética Comunal

Meta 11. Representación sociopolítica comunal

Meta 12. Estatuto Orgánico Comunal
2. Objeto

La presente ley tiene por objeto en primer lugar el fortalecimiento institucional de las Juntas de Acción comunal para devolverles el protagonismo que deben tener dentro de sus comunidades vinculando sus planes estratégicos de desarrollo con los planes de desarrollo de los entes territoriales, estableciendo un obligatorio canal de comunicación con las autoridades locales, sin que importe la orientación política de sus miembros, segundo fortalecer el conocimiento de las JACS no solo es la organización administrativa y el rol que las JAC deben cumplir sino fortaleciendo e incentivando la participación de la comunidad y por ultimo garantizar la participación y vinculación de los organismos de acción comunal en la ejecución de obras y proyectos para el desarrollo y beneficio de sus comunidades. 
3. Marco Constitucional y legal 

El presente Proyecto de ley se fundamenta en:

-CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA 

Artículo 1.- Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

Artículo 38. Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad. 

Artículo 103. Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. La ley los reglamentará. El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de representación en las diferentes instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública que se establezcan. 

LEGISLACION Y NORMATIVIDAD COLOMBIANA

-LEY 743 DE 2002.

 "Por la cual se desarrolla el artículo 38 Constitución Política de Colombia en lo referente a los organismos de acción comunal".   Dicha norma tenía como objetivo promover, facilitar, estructurar y fortalecer la organización democrática, moderna, participativa y representativa en los organismos de acción comunal en sus respectivos grados asociativos y a la vez, pretende establecer un marco jurídico claro para sus relaciones con el Estado y con los particulares, así como para el cabal ejercicio de derechos y deberes.

-Decreto Nacional 2350 de 2003. 

“Por el cual se reglamenta la Ley 743 de 2002”. De acuerdo con la facultad otorgada por la ley 743 de 2002 el Gobierno Nacional a través de esta norma  reglamento aspectos esenciales para el la creación y desarrollo de la organización comunal y la consecución de sus objetivos; en sus capítulos desarrollo la forma en cómo se constituyen los  organismos comunales, la obtención del reconocimiento de personería jurídica, requisitos para afiliarse y para ser delegado del organismo comunal, estatutos,  establece el papel de las entidades de control y vigilancia, entre otros

-Decreto Nacional 890 de 2008. 

Desarrolla la reglamentación relacionada con las facultades que se entregan a las autoridades que ejercen inspección, vigilancia y control sobre los organismos de acción comunal, para suspender las elecciones de dignatarios, cuando se presenten determinadas causales; conocer las demandas de impugnación contra la elección de dignatarios de los organismos comunales o contra las demás decisiones de sus órganos y en relación con el manejo del patrimonio de los organismos de acción comunal, así como de los recursos oficiales que los mismos reciban, administren, recauden o tengan bajo su custodia y cuando sea del caso, instaurarán las acciones judiciales, administrativas o fiscales pertinentes. Con esta normatividad se busca que las organizaciones comunales tengan mecanismos para su mejor operación, sin menoscabo de las responsabilidades que en materia de vigilancia y el control le compete al Estado, a fin de preservar el interés general y la legalidad de sus actuaciones,

Ley Estatutaria 1757 de 2015: 

“Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”. Capitulo VII, Artículo 104, sobre los “Deberes de las administraciones nacionales, departamentales, municipales y distritales en la promoción de instancias de participación ciudadana formales e informales creadas y promovidas por la ciudadanía o el Estado”. Entre los puntos que dicho artículo menciona, se pueden resaltar: a). Promover, proteger, implementar y acompañar instancias de participación; b). Garantizar la participación ciudadana en los temas de planeación del desarrollo, de políticas sociales, de convivencia ciudadana y reconciliación, y de inclusión de poblaciones tradicionalmente excluidas; c). Respetar, acompañar y tomar en consideración las discusiones de las instancias de participación no establecidas en la oferta institucional y que sean puestas en marcha por iniciativa

-LEY 136 DE 1996 modificada por la Ley  1551 DE 2012
“Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios.”
 Artículo 3° modificado por el artículo 6 de la Ley 1551 de 2012. Funciones de los municipios. Corresponde al municipio:

 ….3. Promover la participación comunitaria y el mejoramiento social y cultural de sus habitantes.

…16. En concordancia con lo establecido en el artículo 355 de la Constitución Política, los municipios y distritos podrán celebrar convenios solidarios con: los cabildos, las autoridades y organizaciones indígenas, los organismos de acción comunal y demás organizaciones civiles y asociaciones residentes en el territorio, para el desarrollo conjunto de programas y actividades establecidas por la Ley a los municipios y distritos, acorde con sus planes de desarrollo.

17. Elaborar los planes y programas anuales de fortalecimiento, con la correspondiente afectación presupuestal, de los cabildos, autoridades y organizaciones indígenas, organismos de acción comunal, organizaciones civiles y asociaciones residentes en el territorio. Lo anterior deberá construirse de manera concertada con esas organizaciones y teniendo en cuenta sus necesidades y los lineamientos de los respectivos planes de desarrollo.

18. Celebrar convenios de uso de bienes públicos y/o de usufructo comunitario con los cabildos, autoridades y organizaciones indígenas y con los organismos de acción comunal y otros organismos comunitarios.

…

Parágrafo 3°. Convenios Solidarios. Entiéndase por convenios solidarios la complementación de esfuerzos institucionales, comunitarios, económicos y sociales para la construcción de obras y la satisfacción de necesidades y aspiraciones de las comunidades.

Parágrafo 4°. Se autoriza a los entes territoriales del orden departamental y municipal para celebrar directamente convenios solidarios con las juntas de acción comunal con el fin de ejecutar obras hasta por la mínima cuantía. Para la ejecución de estas deberán contratar con los habitantes de la comunidad.

Capitulo VIII. PARTICIPACIÓN COMUNITARIA

ARTÍCULO 141.- Vinculación al desarrollo municipal. Las organizaciones comunitarias, cívicas, profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común no gubernamental, sin ánimo de lucro y constituida con arreglo a la ley, podrán vincularse al desarrollo y mejoramiento municipal mediante su participación en el ejercicio de las funciones, la prestación de servicios o la ejecución de obras públicas a cargo de la administración central o descentralizada.

PARÁGRAFO.- Los contratos o convenios que se celebren en desarrollo del artículo anterior, se sujetarán a lo dispuesto por los artículos 375 a 378 del Decreto 1333 de 1986 y la Ley 80 de 1993.

 ARTÍCULO 142.- Formación ciudadana. Los alcaldes, los concejales, los ediles, los personeros, los contralores, las instituciones de educación, los medios de comunicación, los partidos políticos y las organizaciones sociales deberán establecer programas permanentes para el conocimiento, promoción y protección de los valores democráticos, constitucionales, institucionales, cívicos y especialmente el de la solidaridad social de acuerdo con los derechos fundamentales; los económicos, los sociales y culturales; y los colectivos y del medio ambiente.

 El desconocimiento por parte de las autoridades locales, de la participación ciudadana y de la obligación establecida en este artículo será de mala conducta.

 ARTÍCULO 143.- Funciones. Modificado por la Ley 743 de 2002 Corresponde a los alcaldes de los municipios clasificados en categoría primera y especial, dentro de los noventa días siguientes a la promulgación de la presente Ley, el otorgamiento, suspensión y cancelación de la personería jurídica, así como la aprobación, revisión y control de las actuaciones de las juntas de acción comunal, juntas de vivienda comunitaria y asociaciones comunales de juntas domiciliadas en la municipalidad, de conformidad con las orientaciones impartidas al respecto por el Ministerio de Gobierno.

-JURISPRUDENCIA 

La Corte constitucional a través de Sentencia C-126/16 declaro exequible del límite de mínima cuantía para las obras que se ejecutan mediante contratos solidarios que se autoriza celebrar a las entidades territoriales con las juntas de acción comunal.
Declarar EXEQUIBLE la expresión “hasta por la mínima cuantía” del parágrafo 4º del artículo 6º de la Ley 1551 de 2012, por el cargo analizado en esta sentencia.  En el presente caso le correspondió a la Corte determinar, si limitar la celebración de convenios solidarios entre entidades territoriales y juntas de acción comunal, para la ejecución de obras hasta por la mínima cuantía, desconoce el principio de participación ciudadana previsto en el artículo 1 de la Constitución Política.
La Corte estimo que: “ La expresión demandada no sobrepasa los límites establecidos en la normatividad constitucional, toda vez que la autorización para la celebración de los convenios solidarios entre las juntas de acción comunal y los entes territoriales busca satisfacer el interés general, respetando los límites de razonabilidad y proporcionalidad previstos en la norma Superior.  
 Adicionalmente no existe ninguna disposición normativa que imponga al Legislador la obligación de incorporar en un solo cuerpo normativo toda la legislación existente en materia contractual, pues si ésta hubiera sido la voluntad del constituyente, en la Norma Suprema se habría autorizado al Congreso de la República para expedir un estatuto único de contratación para el Estado y no un estatuto general como prevé la disposición constitucional. 
Por lo anterior la expresión demandada es simplemente una manifestación de la libertad de configuración del Legislador, toda vez que si bien establece requisitos para llevar a cabo los convenios solidarios, no hace nugatoria la participación, como se dejó visto en precedencia, por el contrario se contribuye en el cumplimiento de los fines del Estado al permitir la adquisición de bienes y servicios en forma legal, armónica y eficaz dentro de la reglamentación que frente a la contratación pública existe en nuestro país. 
Por los motivos expresados, esta Sala considera que la expresión “hasta por la mínima cuantía” prevista por el Legislador dentro del marco de los convenios solidarios autorizados entre entes territoriales departamentales y municipales y las juntas de acción comunal, son una clara manifestación de la libertad de configuración del Legislador, pues la misma se profirió en virtud de la facultad que la norma Superior le otorga para regular los aspectos significativos de la contratación pública dentro de los límites de razonabilidad y proporcionalidad y con arreglo a los parámetros constitucionales.
 El precepto atacado desarrolla plenamente el principio de participación ciudadana que quiso el constituyente para que la comunidad interviniera en el marco de un Estado Social de Derecho en todas las decisiones que pudieran afectarle, no solo a través de la representación gubernamental sino además de forma directa, como es el caso del cooperativismo y las juntas de acción comunal, entre otras formas de asociación.”
DOCUMENTO CONPES 3661 del 2010 – POLÍTICA NACIONAL PARA EL FORTALECIMIENTO DE LOS ORGANISMOS DE ACCIÓN COMUNAL 

Documento de política que se orientó al fortalecimiento de los Organismos de Acción Comunal (OAC), a través de la definición de estrategias, acciones y metas concretas para que contribuyeran a su reconocimiento, autonomía, independencia y sostenibilidad.  El documento se desarrolla en 7 partes: la introducción, los antecedentes jurídicos y de política comunal, la justificación de esta política pública, el marco conceptual, el diagnóstico de la situación de los Organismos de Acción Comunal en Colombia (identificando el problema central, sus efectos y los ejes problemáticos), el planteamiento del objetivo central con los objetivos de largo plazo y los objetivos específicos, y, por último, el plan de acción con la financiación y las recomendaciones asociadas. 

Según el Conpes 3661 el Problema central radica en que: los organismos de acción comunal afrontan dificultades en su organización y gestión. Se ha identificado como problema central el hecho de que los organismos de acción comunal afrontan dificultades en dos frentes: de fortalecimiento interno y la falta de coordinación de la oferta institucional a la que aquellos pueden acceder. La problemática comunal se manifiesta en tres ejes temáticos: el primero, está relacionado con las dificultades que tienen las iniciativas comunales para ser canalizadas debidamente por el Estado; el segundo, tiene que ver con las debilidades de la organización comunal; y el tercero, se relaciona con la sostenibilidad económica de las organizaciones comunales.
DE LA ARMONIZACION Y PARTICIPACION DE LOS PLANES ESTRATEGICOS DE DESARROLLO COMUNAL Y LOS PLANES DE DESARROLLO DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES 

La organización comunal fundamenta su quehacer en dos principios fundamentales: el de participación y el democrático. Por lo cual las juntas de acción comunal deberán cada 4 años renovar los cuadros directivos eligiendo sus representantes, situación que les permite a la vez, tener directamente relaciones con el Estado y con los particulares, así como para el cabal ejercicio de derechos y deberes. 
La elección de los cuadros directivos de la organización comunal debe ser abordada en un escenario democrático, participativo, responsable y autónomo, con el mayor respeto y armonía.   Para adelantar un proceso de elección dentro de las juntas de acción comunal, resulta necesario incentivar la participación de las juventudes y de la mujer. 

La legislación comunal vigente en su artículo 32 Ley 743 de 2002, establece las fechas de elección de dignatarios; allí se determina que a partir del 2001 la elección de nuevos dignatarios se llevará a cabo en el año siguiente a aquel en que se celebren las elecciones para corporaciones públicas territoriales, en las siguientes fechas: 
a) Junta de acción comunal y junta de vivienda comunitaria, el último domingo del mes de abril y su período inicia el primero de julio del mismo año;

b) Asociaciones de juntas de acción comunal, el último domingo del mes de julio y su período inicia el primero de septiembre del mismo año;

c) Federaciones de acción comunal, el último domingo del mes de septiembre y su período inicia el primero de noviembre del mismo año;

d) Confederación nacional de acción comunal, el último domingo del mes de noviembre y su período inicia el primero de enero del año siguiente.

No obstante lo anterior se ha evidenciado que dado el periodo de elección de las juntas de acción comunal que se genera para 4 años igual que el periodo constitucional de alcaldes y gobernadores, las mismas son elegidas en el mes de abril luego de 6 meses de elección de los mandatarios locales y estas solo pueden ejercer sus cargos a partir del mes de julio es decir, tiempo después de haberse aprobado los planes de desarrollo limitándose la oportunidad a los nuevos comunales de participar e involucrarse directamente en la construcción de la carta de navegación -planes de desarrollo- de los municipios, distritos y departamentos.  

Hecho que debilita de alguna manera el principio de la participación democrática, pues los órganos comunales reflejan bajo dicho principio la toma de decisiones, y aumenta el interés de los ciudadanos en los problemas colectivos, para de esta manera colaborar en la formación de aquellos que se interesan en los problemas gubernamentales, la democracia participativa no es solo busca que se elijan representantes, mediante el voto, sino que además puedan intervenir de forma directa en la toma de decisiones que los puedan afectar y las juntas de acción comunal no alcanzan a presentar sus planes estratégicos de desarrollo a los entes locales para que se cristalicen sus necesidad y tomen en cuenta sus aportes como base social y fundamental de las comunidades, mas aun cuando es a ellos a quienes van dirigidas las políticas públicas y los programas y proyectos que se adoptan en los planes de desarrollo los entes gubernamentales.  

Razones como la anterior, son las que impiden y desconocen el valor de las JACS como constructores de sociedad,  resquebrajan su  inclusión y  participación en la toma de decisiones del desarrollo local, pues en muchas ocasiones se sienten utilizados en los procesos electorales y posteriormente se olvidan de papel que realmente deben tomar las JACS en las decisiones de sus localidades, a través de de la construcción de los planes de desarrollo.

Los Departamentos, distritos y municipios tienen como fecha límite presentar los proyectos de ordenanza y acuerdo del plan de desarrollo económico y social y de obras públicas hacia los meses de junio y mayo respectivamente de cada 4 años, previo desarrollo de las fases de conformación del diagnóstico; formulación, seguimiento y evaluación de los planes de desarrollo, es decir, a tan solo un escaso mes de la elección de los nuevos dignatarios comunales y 2 meses después de su posesión que es en el mes de julio, fechas en las que ya les es imposible a los nuevos dignatarios elaborar sus propios planes estratégicos de desarrollo y que sean tenidos en cuenta en la participación y construcción de los nuevos planes de desarrollo.
Cuando se habla de Planificación Local Participativa (PLP) es referente al proceso continuo de involucramiento del Diagnóstico Local Participativo como insumo para los procesos de planificación territorial  o sectorial que se adelanten en los Municipios, Distritos y Departamentos, del Presupuesto Participativo como herramienta de gestión participativa y de los Planes de Desarrollo Comunal como el instrumento mediante el cual  se formularán propuestas de desarrollo físico, social, económico, cultural y ambiental, a partir de una visión colectiva de ciudad y a través de cada una de las áreas de intervención para la planificación comunitaria de cada territorio.

Lo que busca el proyecto es hacer que en verdad el Presupuesto Participativo sea una herramienta de gestión participativa y que los Planes de Desarrollo Comunal sean los instrumentos mediante los cuales se formularán propuestas de desarrollo para la planificación comunitaria. 

La acción comunal – moderna y democrática - debe construir y desarrollar su propia política – no politiquería – respetando su pluralidad democrática, vocación unitaria y culturas regionales y locales, sin exclusiones, ni partidismo, para lo cual debe prepararse, capacitarse, formarse, organizarse y movilizarse en forma consciente para aspirar y acceder al poder – no apuntar a la nómina burocrática y falsamente representativa - sino a las instancias, niveles, espacios y mecanismos de participación directa y democrática, que consagra la Constitución del 91, como la contratación comunal, la planeación y presupuesto participantes – no sólo participativa de tipo consultivo sino con capacidad de decisión; acceder sistemáticamente al control social de la gestión pública (artículo 270 de la CP-91), participar en los planes de de desarrollo y los de ordenamiento territorial. Para toda esta responsabilidad social es que debe prepararse sólidamente la organización comunal.
DE LA FORMACION Y CAPACITACION DE LAS JUNTAS DE ACCION COMUNAL
De acuerdo a lo enunciado por el Ministerio del Interior dentro del programa denominado  FORMACIÓN DE FORMADORES PARA LA ORGANIZACIÓN COMUNAL manifiestan que desde su fundación hasta el presente buena parte de la infraestructura nacional ha sido fruto del esfuerzo de las comunidades campesinas y urbanas que han dado lo mejor de sí para mejorar su calidad de vida. A lo largo de este proceso se desarrollaron variados procesos de capacitación y formación para los líderes comunales, de tal manera que estuvieran en capacidad de orientar el desarrollo social, económico y cultural de sus comunidades. 
Sin embargo, esta acciones no han sido suficientes como lo indico la misma entidad al enunciar los problemas que actualmente poseen las JACS como la falta de renovación de liderazgos comunales y mayor participación de jóvenes y mujeres en los diferentes niveles y cargos de la organización comunal, adicionalmente las mismas organizaciones comunales han expresado la falencia que tienen frente a la falta de conocimiento en las distintas áreas que jalonan el progreso local, la ausencia de programas académicos tanto formales como no formales que incentiven y estimulen a los líderes comunales a formarse a aplicar sus conocimientos en sus comunidades y tener la capacidad y el conocimiento para participar y poder decidir localmente.

Un comunal formado y capacitado es un líder que puede generar proyectos y estrategias a favor del desarrollo y evolución de un entorno, de una comunidad. El Estado y las entidades de formación están en mora y en deuda como responsabilidad social de generar programas donde podamos formar los comunales del futuro, se deben crear incentivos y mecanismos necesarios que estimulen a la juventud a participar en su comunidad.
Se deben plantear estrategias para que se coordinen entre instituciones de educación, el Estado y las comunidades el acceso a la educación de la base comunal, incentivar a los comunales para que lideren ese trabajo voluntario y  social, esto cambiaría definitivamente el escenario político social de nuestros territorios.  Así mismo a los entes territoriales se les debe brindar herramientas que les faciliten de manera responsable el apoyo a sus comunidades en los procesos de formación de las organizaciones comunales.
El Programa formación de formadores y la elaboración de una guía sobre los principios democráticos y normativos en la acción comunal es parte de la respuesta al problema de la crisis de participación pero no es suficiente.

Acercar a los dignatarios comunales al uso de las herramientas educativas, a programas académicos que facilitan el buen desarrollo de las comunidades es un propósito que se debe cumplir. Un buen uso de la información y de ofertas académicas que ayuden al desarrollo de los organismos comunales, ayudaran a que los comunales participen en su futuro e intervengan en su propio porvenir. Desde esta perspectiva, los comunales deben educarse, ello les permitirá participar con eficiencia en el desarrollo de sus localidades y por ende del país.
Ante este panorama es necesario que las comunidades organizadas se preparen para afrontar los nuevos retos que el proceso de descentralización ha tenido, ya que este necesita de organizaciones que puedan liderar los procesos de planeación municipal, gestión y manejo de recursos públicos, elaboración de proyectos de desarrollo, entre otros. Las recomendaciones para mejorar la participación ciudadana y comunitaria, que permitan mejorar la gestión local, se basan en un proceso de capacitación y formación educativa dirigido tanto a líderes comunitarios, miembros de las Juntas de Acción Comunal.  Educación, formación y capacitación que se enmarque en la importancia que representa para los Municipios del país en la participación de la comunidad en la toma de decisiones que les afecta, para lo cual se hace necesario abordar como derecho de los dignatarios la formación y la capacitación.

Al encontrar estas situaciones se propone ejecutar un proyecto de cambio de carácter social que tenga como objetivo: Aumentar la capacidad operativa de las Juntas de Acción Comunal de los entes territoriales. Teniendo como motor y base, en la metodología la formación y la capacitación, para lograr formar sujetos políticos con capacidades para afrontar situaciones que aporten al desarrollo de un colectivo, a través de la interacción con actores sociales e institucionales. Y a la vez se apropian de los saberes y trasciendan al beneficio y reconocimiento de la comunidad, y se alcance el desarrollo de las organizaciones, para que sean posibilitadoras del mejoramiento de su calidad de vida.

Existe un llamado de las organizaciones comunales que tienen la necesidad de proyectarse, empoderarse y cualificarse a través de conocimientos, habilidades, y destrezas para su desarrollo como actores sociales y políticos, con capacidad para incidir en la promoción de bienestar para sus comunidades.  A lo cual nos corresponde atender a través de la ley.

Por último, en la modificación planteada sobre el retiro del actual literal b de la ley 743 de 2002, se basa en que no se puede limitar en el tiempo para efectos de atención al público en días no laborales a los funcionarios o servidores públicos pertenecientes a las autoridades municipales o locales, teniendo en cuenta que se podría generar consecuencias laborales de tipo prestacional para las entidades, y a sí mismos no se podría restringir la atención a los dignatarios pues las partes pueden generar encuentros de manera libre y concertada.
DE LAS MEDIDAS DE FORTALECIMIENTO ECONOMICO Y PARTICIPACION COMUNITARIA

-Las JAC como son organizaciones necesarias para el desarrollo económico de sus comunidades

Para entender los cambios que requieren los órganos de acción comunal es necesario recordar lo que históricamente han representado para nuestro país.  La organización comunal basa su participación en un voluntariado social y cívico.
En los términos del artículo 6 de la Ley 743 de 2002, definen las juntas de acción comunal como una expresión social organizada, autónoma y solidaria de la sociedad civil, cuyo propósito es promover un desarrollo integral, sostenible y sustentable construido a partir del ejercicio de la democracia participativa en la gestión del desarrollo de la comunidad
La Ley 743 de 2002 en su artículo 35 estableció que los organismos de acción comunal tienen la potestad de asignar gastos de representación, provenientes de sus recursos propios a quienes trabajan por la organización, para respetar su autonomía y aludiendo a la figura de organización con fines públicos, pero no estatal. De esta manera es responsabilidad de las organizaciones gestionar y generar las formas de financiación y sostenibilidad propia.
La problemática de los organismos de acción comunal se centra principalmente en las relaciones que estos establecen con los entes estatales y su organización interna, así como los esfuerzos desplegados desde su surgimiento por generar condiciones de autonomía tanto formal como económica que les permita ser sostenibles.

En el documento del economista Luis Emiro Valencia, indica que el 70% de las JAC fueron inicialmente rurales y el 30% urbanas. La cobertura territorial de las JAC, tiene presencia en la totalidad de las 33 entidades territoriales del país, veredas en el sector rural y barrios en los sectores urbanos.
.  En el orden cualitativo, la acción comunal ha aportado su trabajo voluntario para construir el 30% de la infraestructura nacional: vías de penetración rural, caminos, manejo de cuencas y acueductos comunales, construcción de capillas, escuelas, casas comunales, plazas de mercado, centros de acopio, centros de salud, construcción de andenes, pavimentación, redes de mercados campesinos y unidades productivas y de servicios, practicando la economía solidaria a través de las Comisiones Empresariales y otras iniciativas comunitarias sobre vivienda.

Así las cosas las juntas de acción comunal son organizaciones necesarias para el desarrollo económico de sus comunidades y por ello necesitan que la inversión que el Estado realice ya sea a través de las entidades territoriales o el gobierno nacional se hagan de manera directa y especifica obteniendo un mayor aprovechamiento de los recursos, una mayor austeridad y una ejecución de obra permanentemente vigilada y controlada, más eficiencia de los recursos, por sus comunidades quienes serán los beneficiarios directos.  

Es importante contar con la participación de los organismos comunales en el desarrollo de obras de impacto para su sector, por ello es necesario abrir la posibilidad de que los convenios solidarios de que trata la Ley 1551 de 2012 no se limite a un proceso de mínima cuantía, más aun cuando dicho valor corresponde en la mayoría de municipios de Colombia de sexta (6) categoría a una valor inferior a los 21 millones de pesos, valor que ni siquiera alcanzaría para la compra de materiales de un encintado de un camino rural de 200 metros, solo para traer este ejemplo entre tantas obras que requieren las comunidades en sus veredas o barrios.

Adicionalmente, la propuesta que se plantea de celebrar los convenios solidarios hasta el límite de la mínima cuantía se haría por las entidades del orden nacional y hasta la menor cuantía con los entes territoriales (departamentos, distritos y municipios) respetando los protocolos de publicidad del secop II y dentro del marco de la formalidades de ley necesarias para el cumplimiento de los principios de la contratación, por otra parte y a fin de que no exista una proliferación de contratos por esta modalidad se circunscriben a que la celebración de ellos sea para ejecutar obras o programas que se encuentren en los planes de desarrollo y  dentro de los límites del territorio en el cual desarrollan su actividad como organismo de acción comunal, sumado al control transparente de los recursos constituyendo veedurías específicas para cada convenio a ejecutar.  Además de garantizar que la misma comunidad participara en la ejecución de los convenios solidarios con mano de obra del territorio en el cual desarrollan su actividad y se de cumplimiento al principio de la participación democrática, una realidad de los presupuestos participativos.

De otra parte, es importante recalcar la atribución que ostenta el legislador dada por el último inciso del artículo 150 de la Constitución, la facultad de regular el ejercicio de la competencia contractual de las entidades que forman parte de la administración pública, en sus diversos niveles de gobierno.  
Como lo ha señalado la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia “Esa facultad de contratación por parte del Estado se desarrolla dentro de un marco legal asignado al Congreso de la República para la expedición del estatuto general de contratación de la administración pública y en especial de la administración nacional (C.P., art. 150, inciso final), normatividad que subordina la actuación de las entidades estatales y en consecuencia la de sus servidores públicos en la ejecución de todas las etapas contractuales. Adicionalmente, tales funciones, como actividad estatal que son, tienden a lograr la obtención de resultados positivos bajo estricta sujeción, tanto para su regulación y realización, a los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad que gobiernan la función administrativa en general”.  (…)  “Ahora bien, dentro del margen de acción que en la materia le corresponde al Congreso, el mandato establecido en el artículo 150 de la Constitución “implica el reconocimiento de una amplia libertad de configuración del legislador para diseñar un régimen legal cuya finalidad sea la de propender al logro de los objetivos constitucionales del Estado Social de Derecho”.
Así mismo la Corte Constitucional ha indicado que “las juntas de acción comunal materializan el derecho fundamental de asociación en el marco de la participación democrática, con miras a generar progresos importantes en materia de trabajo y desarrollo local, donde para el caso objeto del presente análisis, estas entidades “han jugado un papel destacado en la promoción del desarrollo económico y en la realización de pequeñas y medianas obras públicas y actividades de mejora y ornato (pavimentación, construcción y mantenimiento de parques, escenarios deportivos y otros espacios públicos), especialmente en las comunidades con altos niveles de necesidades básicas insatisfechas”. (Sentencia C-520 de 2007. M.P. Nilson Pinilla Pinilla)

-Las JAC como instrumentos de focalización de programas, proyectos o subsidios del gasto social 

Colombia al igual que los demás países del mundo genera a través del Gobierno nacional y de las diferentes entidades públicas programas de inversión o gasto social para beneficiar a la población en condición de pobreza o situaciones de vulnerabilidad, utilizando varios instrumentos de clasificación o focalización uno de los más importantes, el sisben donde se pueden identificar  variables asociadas a las características de las viviendas, acceso a servicios públicos, composición y características del núcleo familiar, condiciones socio demográficas, educación e ingresos ocupación laboral y el equipamiento del hogar, también existen otros criterios categóricos como la edad, el sexo y determinada condición de vulnerabilidad.    Sin embargo,  estos instrumentos por sí solos no son garantía de que los programas o subsidios lleguen a la población que realmente lo necesita y ello dependiendo también de la clase de programa o subsidio que se oferta.

Oferta: Subsidio al desempleo, Subsidio familiar, cuota monetaria, programa para Jóvenes, Subsidio al aporte en pensión, Programa de Atención al Adulto Mayor, entre otros.

De acuerdo al documento “Mecanismos de focalización” del Departamento Nacional de Planeación del año 2007 se ilustro que la focalización es un instrumento más no un objetivo de política en sí mismo se entiende, como un intento deliberado por dirigir a un grupo de personas, con unas características dadas, los beneficios de un gasto público concebido para solucionar un problema o necesidad. 

El gasto social es una herramienta a disposición de los entes gubernamentales para incrementar el nivel de bien-estar de una comunidad y reducir la desigualdad en la distribución de los recursos. 
La asignación del gasto social puede ser según el documento del DNP universal o focalizada. “Así, aunque universalización y focalización suelen presentarse como formas alternas de asignación del gasto, ellas se complementan en la medida en que se focaliza para posibilitar el acceso a un bien o servicio a quienes de otra forma no podrían lograrlo. La provisión universal de bienes y servicios evita incurrir en los costos asociados a la identificación de los potenciales beneficiarios. Es decir, al adoptarla se minimiza la pérdida en eficiencia, puesto que los recursos orientados a identificarlos se pueden destinar al subsidio o a la asistencia misma (Alderman & Lindert, 1987). Mientras tanto, cuando el gasto se focaliza es necesario incurrir en costos de identificación de beneficiarios y en la respectiva evaluación de su capacidad para llegar a la población objetivo. “
“La focalización puede hacer menos costosa la reducción de la pobreza, pero ello es función tanto de su capacidad para identificar a la población a la cual se orientará el gasto como del impacto mismo de la política adoptada. Es decir, de un lado, la efectividad de la focalización está determinada tanto por el costo incurrido en el proceso de identificación de los beneficiarios de la política social como por la magnitud de los beneficios otorgados, y de otro, por los desincentivos y los costos de participación relacionados con el proceso de focalización.” 

La focalización como mecanismo de asignación del gasto social presenta dificultades cuando no se existe una adecuada identificación y ausencia de control social.   Los errores que más se presentan en la focalización de beneficiarios son el error de exclusión que se  manifiesta al dejar sin clasificar como beneficiario a quien en la práctica cumple las características que demanda esa condición y por otra parte,  el error de inclusión, que se manifiesta al identificar como beneficiarios a quienes no presentan las características previamente definidas.  Una inclusión errónea puede ser el resultado de la declaración de información falsa por los beneficiarios del programa, de sobornos a los encargados de realizar la clasificación, o del mal diseño del sistema de identificación.

Para prevenir estas situaciones es importante involucrar la sociedad civil encarnada en las juntas de acción comunal quienes son la fuente primaria de sus comunidades, ellos dada su organización pueden establecer y evidenciar quienes dentro de su territorio son realmente población en condición de pobreza o estado de vulnerabilidad, pueden ser ese filtro de racionalización de costos de identificación que se genera para las entidades que ofertan los subsidios a mas de una garantía en la focalización efectiva que el recurso o beneficio llegue a quien realmente lo necesita.

El éxito de la focalización de un programa no se basa exclusivamente en su diseño y puesta en marcha, en él influyen también los mecanismos de control establecidos, los cuales son de dos tipos: los adoptados por los administradores del programa y los que actúan como control social con la participación de los beneficiarios.  El control a la focalización difiere según las características de cada programa o proyecto, y en algunos casos está ausente. 
Por lo tanto las JAC basados en el artículo 19 y 20 de la ley 743 de 2002 en cuanto a uno de los objetivo de la acción comunal que es procurar generar una mejor calidad de vida en su jurisdicción y en el principio de la solidaridad, son el fundamento para que se faculte a las JAC con el fin de que ellas puedan como actores sociales y vivenciales verificar, identificar y focalizar los potenciales beneficiarios de los programas o subsidios objeto del gasto social, por ser ellos los mayores concederos de la realidad de su comunidad.

Por lo expuesto, ponemos en consideración de la Cámara de Representantes el presente Proyecto de Ley “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN MECANISMOS DE FORTALECIMIENTO PARA LAS JUNTAS DE ACCION COMUNAL”
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